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Boletines Oficiales 
 

 BOE núm 9 del 11.01.2023 

CONTRATACIÓN LABORAL. PROTECCIÓN ARTISTAS. Real Decreto-ley 
1/2023, de 10 de enero, de medidas urgentes en materia de incentivos a la 
contratación laboral y mejora de la protección social de las personas artistas 

 

COMPARATIVO 

 

El presente Real Decreto-ley de medidas urgentes se centra en materia de incentivos a la 
contratación laboral y mejora de la protección social de las personas artistas. 

 

En materia de arrendamiento de viviendas: (entrada en vigor el 12/01/2023) 

• Se añade a la prórroga extraordinaria la tácita reconducción. 

• Se modifica la definición de la situación de vulnerabilidad económica 

 

 Modificación del Real Decreto-ley 20/2022, de 27 de diciembre, de medidas de 
respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania y de 
apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de 

vulnerabilidad. (DF 6) 

El Real Decreto-ley 20/2022, de 27 de diciembre, de medidas de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania y de apoyo a la 
reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad, se modifica 
en los términos siguientes: 

Uno. Se modifica el artículo 71, que queda redactado como sigue: 

«Artículo 71. Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda 
habitual. 

En los contratos de arrendamiento de vivienda 
habitual sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de 
noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en 
los que, dentro del periodo comprendido 
desde la entrada en vigor de este real decreto-
ley y hasta el 30 de junio de 2023, finalice el 
periodo de prórroga obligatoria previsto en el 
artículo 9.1, o el periodo de prórroga tácita 
previsto en el artículo 10.1, ambos artículos de 
la referida Ley 29/1994, de 24 de noviembre, 
de Arrendamientos Urbanos, podrá aplicarse, 
previa solicitud del arrendatario, una prórroga 
extraordinaria del plazo del contrato de 
arrendamiento de seis meses desde la fecha 
de finalización, durante la cual se seguirán 
aplicando los términos y condiciones 
establecidos para el contrato en vigor. Esta 
solicitud de prórroga extraordinaria deberá 
ser aceptada por el arrendador, salvo que se 
hayan fijado otros términos o condiciones por 
acuerdo entre las partes, o en el caso de que el 
arrendador haya comunicado en los plazos y 
condiciones establecidos en el artículo 9.3 de 

En los contratos de arrendamiento de vivienda 
habitual sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de 
noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en 
los que, dentro del periodo comprendido 
desde la entrada en vigor de este real decreto-
ley y hasta el 30 de junio de 2023, finalice el 
contrato o el periodo de prórroga obligatoria 
previsto en el artículo 9.1, o el periodo de 
prórroga tácita previsto en el artículo 10.1, 
ambos artículos de la referida Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, de Arrendamientos 
Urbanos, o la prórroga por tácita 
reconducción establecida en el artículo 1566 
del Código Civil, podrá aplicarse, previa 
solicitud del arrendatario, una prórroga 
extraordinaria del plazo del contrato de 
arrendamiento de seis meses desde la fecha 
de finalización, durante la cual se seguirán 
aplicando los términos y condiciones 
establecidos para el contrato en vigor. Esta 
solicitud de prórroga extraordinaria deberá 
ser aceptada por el arrendador, salvo que se 
hayan fijado otros términos o condiciones por 

1 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-625
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la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, la necesidad de 
ocupar la vivienda arrendada para destinarla a 
vivienda permanente para sí o sus familiares 
en primer grado de consanguinidad o por 
adopción o para su cónyuge en los supuestos 
de sentencia firme de separación, divorcio o 
nulidad matrimonial. La renta del contrato 
aplicable durante esta prórroga extraordinaria 
podrá actualizarse conforme a los términos 
establecidos en el contrato, con sujeción a las 
limitaciones establecidas en el artículo 46 del 
Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes en el 
marco del Plan Nacional de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la 
guerra en Ucrania 

acuerdo entre las partes, o en el caso de que el 
arrendador haya comunicado en los plazos y 
condiciones establecidos en el artículo 9.3 de 
la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, la necesidad de 
ocupar la vivienda arrendada para destinarla a 
vivienda permanente para sí o sus familiares 
en primer grado de consanguinidad o por 
adopción o para su cónyuge en los supuestos 
de sentencia firme de separación, divorcio o 
nulidad matrimonial. La renta del contrato 
aplicable durante esta prórroga extraordinaria 
podrá actualizarse conforme a los términos 
establecidos en el contrato, con sujeción a las 
limitaciones establecidas en el artículo 46 del 
Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes en el 
marco del Plan Nacional de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la 
guerra en Ucrania.» 

 

Definición de la situación de vulnerabilidad económica a efectos de obtener moratorias 
o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual (DF 4) 

Los supuestos de vulnerabilidad económica a los efectos de la obtención de moratorias, 
ayudas u otras medidas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual reguladas 
en el presente real decreto-ley, requerirán la concurrencia conjunta de una serie de requisitos 
(ya no exige que sea a consecuencia del COVID) 
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 Resolución de la DGRN 
CIERRE REGISTRAL POR BAJA EN EL ÍNDICE DE ENTIDADES. RENOVACIÓN 
CARGO DE ADMINISTRADOR ÚNICO. Practicada a la Baja en el Índice de 
Entidades del Ministerio de Hacienda, no se podrá practicar ningún asiento en 
la hoja abierta a la sociedad afectada, a salvo las excepciones citadas en el 
artículo 97 del RRM, lo que deja fuera el cese de un administrador. REITERA 
DOCTRINA 
Resolución de 12 de diciembre de 2022, de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
en el recurso interpuesto contra la nota de calificación emitida por el registrador mercantil V de 
Valencia, por la que resuelve no practicar la inscripción de una escritura de elevación a público de 
acuerdos sociales de una sociedad 

 

Fecha:  12/12/2022 
Fuente: web del BOE 
Enlace:  acceder a la Resolución de 12/12/2022 publicada 
en el BOE de 26/12/2022 

 

Se debate en este recurso si es posible la inscripción del acuerdo social de renovación del 
cargo de un administrador único cuando en el folio correspondiente a la compañía figura la 
nota marginal contemplada en el artículo 96 del Reglamento del Registro Mercantil, por 
haberse dispuesto la baja provisional en el Índice de Entidades en virtud lo establecido en el 
artículo 119 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 

El cierre registral derivado de la baja provisional de la compañía en el Índice de Entidades de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria es una cuestión sobre la que este Centro 
Directivo se ha pronunciado en multitud de ocasiones. 

La doctrina al respecto se elaboró sobre la redacción del artículo 131.2 del texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, 
de 5 de marzo (y en el artículo 137 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, refundido por aquél), que establecía que en caso de baja provisional de una 
sociedad en el Índice de Entidades de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, se 
imponía un cierre registral prácticamente total del que tan sólo quedaba excluida la 
certificación de alta en dicho Índice.  

La regulación actual se contiene en el artículo 119.2 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, 
del Impuesto sobre Sociedades que tiene el siguiente contenido: «El acuerdo de baja 
provisional será notificado al registro público correspondiente, que deberá proceder a 
extender en la hoja abierta a la entidad afectada una nota marginal en la que se hará constar 
que, en lo sucesivo, no podrá realizarse ninguna inscripción que a aquélla concierna sin 
presentación de certificación de alta en el índice de entidades».  

El contenido del precepto es idéntico al de su precedente, por lo que la doctrina entonces 
aplicable lo sigue siendo hoy, a pesar del cambio de ley aplicable. La disposición final 
duodécima de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, estableció el día 1 de enero de 2015 como 
fecha de su entrada en vigor.  

Dicha regulación se completa con la del artículo 96 del Reglamento del Registro Mercantil que 
establece lo siguiente: «Practicado en la hoja registral el cierre a que se refieren los artículos 
276 y 277 del Reglamento del Impuesto de Sociedades, sólo podrán extenderse los asientos 
ordenados por la autoridad judicial o aquellos que hayan de contener los actos que sean 
presupuesto necesario para la reapertura de la hoja, así como los relativos al depósito de las 
cuentas anuales».  

El contenido de estas normas es concluyente para el registrador: vigente la nota marginal de 
cierre por baja provisional en el Índice de Entidades, no podrá practicar ningún asiento en la 

https://www.boe.es/boe/dias/2022/12/26/pdfs/BOE-A-2022-22422.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/12/26/pdfs/BOE-A-2022-22422.pdf
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hoja abierta a la sociedad afectada, a salvo las excepciones citadas. Y producido tal cierre ni 
siquiera puede inscribirse -como pretende el recurrente- el cese de la administradora.  

Por ello, el recurso no puede prosperar. 
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 Sentencias de interés 
CRITERIOS ORIENTATIVOS COLEGIOS DE ABOGADOS. El Tribunal 
Supremo establece que los criterios orientativos de los colegios de abogados 
no pueden incluir baremos de honorarios o listas de precios 
Desestima el recurso planteado por el Colegio de Abogados de Las Palmas contra la sentencia de la 
Audiencia Nacional 

 

Fecha:  09/01/2023 
Fuente: web del Poder Judicial 
Enlace:  Nota 

 

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo ha fijado en una sentencia 
que los colegios de abogados no pueden establecer reglas específicas y pormenorizadas 
referidas a actuaciones profesionales concretas y que conduzcan directamente a una 
determinada cuantificación de los honorarios, al no estar permitido por la Ley de Colegios 
Profesionales e infringir la Ley de Defensa de la Competencia. 

El Supremo, en sentencia de la que ha sido ponente el magistrado Eduardo Calvo, defiende 
entre otros argumentos que “la existencia de baremos, es decir, listados de precios para cada 
actuación de los abogados, opera como elemento disuasorio de la libre competencia en el 
mercado de los servicios profesionales prestados por abogados en cuanto tiende a homogeneizar 
los honorarios a la hora de tasar las costas, operando en contra de la libertad y divergencia en la 
fijación de precios. Y es una conducta prohibida en el artículo 1 de la Ley de Defensa de la 
Competencia que implica una restricción de la competencia por el objeto, dado que es 
potencialmente apta para lograr el objetivo perseguido”. 

La sentencia examina el alcance de la prohibición establecida en la Ley sobre Colegios 
Profesionales sobre el establecimiento de baremos, catálogos o indicaciones concretas que 
conduzcan directamente a la cuantificación de los honorarios de los abogados, y destaca que 
la excepción que contempla al permitir la elaboración de criterios orientativos “a los exclusivos 
efectos de la tasación de costas y de la jura de cuentas de los abogados”, debe aplicarse en 
términos estrechos. 

“Lo que allí se permite por vía de excepción –señala la sentencia—no es que el Colegio 
profesional establezca a esos limitados efectos cualquier clase de normas, reglas o 
recomendaciones, incluidos los baremos o indicaciones concretas de honorarios, sino, 
únicamente, la elaboración de “criterios orientativos”; expresión ésta que alude a la 
formulación de pautas o directrices con algún grado de generalidad, lo que excluye el 
establecimiento de reglas específicas y pormenorizadas referidas a actuaciones profesionales 
concretas y que conduzcan directamente a una determinada cuantificación de los 
honorarios”. 

En su sentencia, el Supremo desestima el recurso planteado por el Colegio de Abogados de 
Las Palmas contra la sentencia de la Audiencia Nacional referida a la resolución de la Sala de 
Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), de 23 de 
julio de 2015, por la que se le impuso una sanción de multa de 19.443 euros por la comisión 
de una infracción grave del artículo 1 de la Ley de Defensa de la Competencia. 

La sentencia de la Audiencia Nacional, ahora confirmada, consideró que integraba la 
infracción del Colegio de Abogados la conducta consistente en la difusión de los 
denominados “Criterios orientativos del Ilustre de Colegio de Las Palmas a los efectos de 
informe a requerimiento judicial en las impugnaciones de tasaciones de costas y jura de 
cuentas de los Abogados, aprobado el 20 de enero de 2010”, pero ordenaba retrotraer el 
procedimiento sancionador para que por el órgano competente se determinase de nuevo la 
cuantía de la sanción. 

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Noticias-Judiciales/El-Tribunal-Supremo-establece-que-los-criterios-orientativos-de-los-colegios-de-abogados-no-pueden-incluir-baremos-de-honorarios-o-listas-de-precios
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Para el Supremo, el argumento del Colegio de que la fijación por acuerdo colegial de criterios 
o baremos en materia de honorarios es algo necesario, o cuando menos conveniente, para 
que el abogado pueda cumplir con su deber de informar adecuadamente a su cliente, 
“equivale a admitir que el acuerdo colegial sobre honorarios tiene esa vocación y finalidad 
homogeneizadora de la que el propio Colegio recurrente reniega”. 

Por todo ello, comparte el parecer de la Sala de instancia cuando declara que la conducta del 
Colegio de Abogados de Las Palmas consistente en haber difundido y dado publicidad a la 
modificación de los “criterios orientadores” sobre honorarios profesionales aprobados por 
dicho Colegio mediante acuerdo de 20 de enero de 2010 es constitutiva de infracción del 
artículo 1 de la Ley 1512007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 
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 Sentencias de interés 
FICHEROS DE MOROSOS. Un juzgado de Pontevedra declara abusivo que 
Orange incluya en ficheros de morosos a exclientes a los que reclama deudas 
tras darse de baja 

Fecha:  09/01/2023 
Fuente: web del Poder Judicial 
Enlace:  Nota 

 

El Juzgado de lo Mercantil número 1 de Pontevedra ha declarado abusivas las prácticas de 
Orange consistentes en la inclusión de consumidores en ficheros de solvencia patrimonial 
por deudas reclamadas tras la finalización de la relación contractual (porque los clientes se 
dan de baja o realizan la portabilidad a otro operador) cuando se oponen a su pago, sin que 
nunca antes esos consumidores hubiesen incurrido en ningún impago de lo adeudado a la 
compañía ni hubiesen sido incluidos en los ficheros de solvencia patrimonial por carecer de 
solvencia o por presentar riesgo de morosidad en el cumplimiento de sus obligaciones 
dinerarias. 

De esta forma, el magistrado ha estimado parcialmente la demanda interpuesta por el 
Ministerio Fiscal frente a Orange Espagne y la ha condenado a cesar de inmediato en las 
prácticas abusivas descritas, así como a abstenerse de reiterarlas en el futuro. Además, ha 
ordenado que pague la publicación del fallo de la sentencia en el diario más leído según el 
Estudio General de Medios, pues hay consumidores afectados en toda España. En el caso de 
que reitere las prácticas abusivas prohibidas, según establece el titular del Juzgado de lo 
Mercantil número 1 de Pontevedra en la resolución, se le impondrán multas coercitivas de 
60.000 euros por cada reiteración. 

En la sentencia, que no es firme, pues contra ella cabe presentar recurso ante la Audiencia 
Provincial de Pontevedra, subraya que la empresa incluye a exclientes en ficheros de solvencia 
patrimonial “por el mero hecho de negarse al pago de una cantidad facturada, 
independientemente del motivo de la oposición al pago”. Así, destaca que Orange ha venido 
manteniendo “como práctica habitual con antiguos clientes que ya se han dado de baja en sus 
servicios, incluso a los que prestaba esos servicios de manera defectuosa, la de incluir sus 
datos en ficheros de solvencia patrimonial por impago de deudas reclamadas una vez 
finalizada su relación contractual con ellos, a pesar de que esos clientes nunca habían faltado 
al pago de otras deudas con anterioridad”. Además, añade que, en la mayoría de los casos, se 
trata de deudas de escasa cuantía. 

“Cuando la deuda no ha sido judicialmente reclamada, unido al hecho de que la persona 
afectada nunca había incurrido en impagos ni había sido incluida por otros acreedores en 
ficheros de morosos con anterioridad, no existe motivo real para dudar acerca de su solvencia 
patrimonial, ni tampoco para poder considerarla como alguien que arroja riesgo de incurrir 
en morosidad en el cumplimiento de sus obligaciones dinerarias en general”, recalca el 
magistrado, al tiempo que concluye que la inclusión de las personas que se encuentran en 
estas circunstancias en esos ficheros “solo puede tener el objetivo real de perjudicar su 
reputación, a modo de vendetta, por oponerse al pago de una deuda que Orange considera 
legítima, o bien el de servir de medio de presión para que se plieguen a las exigencias de la 
empresa y procedan a pagar la deuda cuya procedencia inicialmente discutían”. 

Así, incide en que “nos encontramos ante unas prácticas abusivas, consistentes en una presión 
ilegítima dirigida a que los afectados paguen deudas controvertidas, que vulneran los 
derechos más básicos de los consumidores (incluido, generalmente, el derecho fundamental 
al honor)”. El juez explica que el fin perseguido con la inclusión de datos personales de los 
clientes en los ficheros de solvencia patrimonial “ha de ser exclusivamente el de ofrecer a los 
usuarios de tales ficheros información sobre la solvencia de esas personas cuyos datos se han 
incluido, con el objeto de prevenir la morosidad”. Con lo cual, recalca que “no puede 
considerarse como fin legítimo de la inclusión de datos el de inducir a las personas afectadas 

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Noticias-Judiciales/Un-juzgado-de-Pontevedra-declara-abusivo-que-Orange-incluya-en-ficheros-de-morosos-a-exclientes-a-los-que-reclama-deudas-tras-darse-de-baja
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a satisfacer las deudas o supuestas deudas cuyo impago se recoge en el fichero”, un extremo 
que el juez recuerda que ha sido confirmado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo. 
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Recuerda que ….. 
Las empresas deberán cumplir con los plazos de pago de la Ley de morosidad 

para ser beneficiario de ayudas públicas. 

Le Ley crea y crece (Ley 18/2022, de 28 de septiembre) (comparativo) modifica: 

▪ La Ley 15/2010 por el que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las 

operaciones comerciales. 

Todas las sociedades mercantiles incluirán de forma expresa en la memoria de sus 
cuentas anuales su período medio de pago a proveedores.  
Las sociedades mercantiles cotizadas publicarán en su página web su periodo medio 
de pago a proveedores, el volumen monetario y número de facturas pagadas en un 
periodo inferior al máximo establecido en la normativa de morosidad y el porcentaje 
que suponen sobre el número total de facturas y sobre el total monetario de los pagos 
a sus proveedores. Esta información se incluirá en la memoria de sus cuentas anuales.  
Las sociedades mercantiles que no sean cotizadas y no presenten cuentas anuales 
abreviadas publicarán su periodo medio de pago a proveedores, el volumen 
monetario y número de facturas pagadas en un periodo inferior al máximo 
establecido en la normativa de morosidad y el porcentaje que suponen sobre el 
número total de facturas y sobre el total monetario de los pagos a sus proveedores 
en su página web, si la tienen. Esta información se incluirá en la memoria de sus 
cuentas anuales.  

 Recuerda los plazos de pago: 

Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad 
en las operaciones comerciales 
Artículo 4. Determinación del plazo de pago. 
1. El plazo de pago que debe cumplir el deudor, si no hubiera fijado fecha o plazo de pago 
en el contrato, será de treinta días naturales después de la fecha de recepción de las 
mercancías o prestación de los servicios, incluso cuando hubiera recibido la factura o 
solicitud de pago equivalente con anterioridad. 
Los proveedores deberán hacer llegar la factura o solicitud de pago equivalente a sus 
clientes antes de que se cumplan quince días naturales a contar desde la fecha de 
recepción efectiva de las mercancías o de la prestación de los servicios. 
Cuando en el contrato se hubiera fijado un plazo de pago, la recepción de la factura por 
medios electrónicos producirá los efectos de inicio del cómputo de plazo de pago, siempre 
que se encuentre garantizada la identidad y autenticidad del firmante, la integridad de la 
factura, y la recepción por el interesado. 
2. Si legalmente o en el contrato se ha dispuesto un procedimiento de aceptación o de 
comprobación mediante el cual deba verificarse la conformidad de los bienes o los 
servicios con lo dispuesto en el contrato, su duración no podrá exceder de treinta días 
naturales a contar desde la fecha de recepción de los bienes o de la prestación de los 
servicios. En este caso, el plazo de pago será de treinta días después de la fecha en q ue 
tiene lugar la aceptación o verificación de los bienes o servicios, incluso aunque la factura 
o solicitud de pago se hubiera recibido con anterioridad a la aceptación o verificación.  
3. Los plazos de pago indicados en los apartados anteriores podrán ser  ampliados 
mediante pacto de las partes sin que, en ningún caso, se pueda acordar un plazo superior 
a 60 días naturales. 
4. Podrán agruparse facturas a lo largo de un período determinado no superior a quince 
días, mediante una factura comprensiva de todas las entregas realizadas en dicho período, 
factura resumen periódica, o agrupándolas en un único documento a efectos de facilitar la 
gestión de su pago, agrupación periódica de facturas, y siempre que se tome como fecha 
de inicio del cómputo del plazo la fecha correspondiente a la mitad del período de la 
factura resumen periódica o de la agrupación periódica de facturas de que se trate, según 
el caso, y el plazo de pago no supere los sesenta días naturales desde esa fecha. 

 

 

https://www.primeralecturaediciones.com/documentos_diana/LEYES_2022/CREA_Y_CRECE/Ley_18_2022_crea_y_crece.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2004-21830
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Semana del 9 de ENERO de 2022 

▪ la Ley General de Subvenciones que añade un nuevo apartado al art. 13 de la Ley 38/2003, 

estableciendo: 

Para subvenciones de importe superior a 30.000 euros, cuando los solicitantes sean 
únicamente sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las 
operaciones comerciales, no podrán obtener la condición de beneficiario o entidad 
colaboradora las empresas que incumplan los plazos de pago previstos en la citada 
Ley.  
Esta circunstancia se acreditará por parte de las sociedades que, de acuerdo con la 
normativa contable, puedan presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 26 del Reglamento de esta Ley. Para las 
sociedades que, de acuerdo con la normativa contable, no puedan presentar cuenta 
de pérdidas y ganancias abreviada se establece la necesidad de acreditar el 
cumplimiento de los plazos legales de pago mediante certificación, emitida por 
auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas, que atenderá al plazo 
efectivo de los pagos de la empresa cliente con independencia de cualquier 
financiación para el cobro anticipado de la empresa proveedora 
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